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ALCANCE DIGITAL N° 201 

PODER EJECUTIVO 

DECRETOS EJECUTIVOS 

N° 40499 – PLAN 

Artículo 1 º.- Derógase el ar1ículo 99 del Reglamento de Servicio del Ministerio de 
Planificación Nacional y Política Económica (Decreto Ejecutivo Nº l 6768-PLAN de 30 de enero 
de 1986) y córrase la numeración pasando el artículo 100 al artículo 99, el artículo 101 al 
artículo 100 v el artículo 102 al artículo 101. 

REGLAMENTOS 

MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ 

PROYECTO DE REGLAMENTO DE PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS MUNICIPALES DE LA 
MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ 

Alcance número 201 (ver pdf) 

LA GACETA 
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PODER LEGISLATIVO 

NO SE PUBLICAN LEYES 
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PODER EJECUTIVO 

NO SE PUBLICAN DECRETOS EJECUTIVOS 

o ACUERDOS  

 PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA  

 MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES  

 MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ  

MINISTERIO DE COMERCIO EXTERIOR 

DOCUMENTOS VARIOS 

o DOCUMENTOS VARIOS  

 GOBERNACIÓN Y POLICÍA  

 OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES  

 EDUCACIÓN PÚBLICA  

 TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL  

 JUSTICIA Y PAZ  

AMBIENTE Y ENERGÍA 

REGLAMENTOS 

JUNTA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL 

MODIFICACIÓN AL REGLAMENTO PRÉSTAMO EQUIPO ORTOPÉDICO A LA AFILIACIÓN DEL 
MAGISTERIO NACIONAL 

o REGLAMENTOS  

 JUNTA DE PENSIONES Y JUBILACIONES  

     DEL MAGISTERIO NACIONAL 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

o INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS  

 BANCO CENTRAL DE COSTA RICA  

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA  

 UNIVERSIDAD TÉCNICA NACIONAL  

 PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA  

 AUTORIDAD REGULADORA  

     DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS  

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#acuerdos
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#presidenciade-la-repblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministeriode-obras-pblicas-y-transportes
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministeriode-justicia-y-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ministeriode-comercio-exterior
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#gobernaciny-polica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#obraspblicas-y-transportes
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#educacinpblica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#trabajoy-seguridad-social
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#justiciay-paz
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#ambiente-y-energa
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#junta-de-pensiones-y-jubilaciones
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#-del-magisterio-nacional
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#banco-central-de-costa-rica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#universidad-de-costa-rica
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#universidad-tcnica-nacional
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#patronato-nacional-de-la-infancia
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#autoridad-reguladora
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#-de-los-servicios-pblicos
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 SERVICIO NACIONAL DE AGUAS SUBTERRÁNEAS  

      RIEGO Y AVENAMIENTO  

OFICINA NACIONAL DE SEMILLAS 

AVISOS 

o CONVOCATORIAS  

AVISOS 

BOLETÍN JUDICIAL 

SALA CONSTITUCIONAL 

ASUNTO: Acción de Inconstitucionalidad 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 

HACE SABER: 

SEGUNDA PUBLICACIÓN 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad Nº 17-010479-0007-CO que promueve Colegio de 
Geólogos de Costa Rica, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las trece horas y veintidós minutos de ocho de 
agosto de dos mil diecisiete. /Se da curso a la acción de inconstitucionalidad interpuesta por 
Jorge Arturo Chávez Cernas, en su condición de Presidente del Colegio de Geólogos de Costa 
Rica, para que se declare inconstitucional los Decretos Ejecutivos Nº 36993-MINAET, del 9 de 
mayo de 2011, Nº 38537-MINAE, del 25 de julio del 2014 y Nº 40038-MINAE, del 29 de 
noviembre de 2016, por estimarlos contrarios a los artículos 7, 10, 46, 56, 121, incisos 1) y 2) 
y 140, inciso 3), de la Constitución Política y el artículo 30 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la 
República y al Ministerio de Ambiente y Energía. Los decretos se impugnan por cuanto, la 
moratoria a la exploración y explotación de petróleo inhibe y restringe el quehacer del gremio 
profesional de los geólogos y elimina las posibilidades de desarrollo energético del país que la 
economía del país requiere. Manifiesta que los decretos impugnados violan el principio 
constitucional de la jerarquía de las fuentes -artículo 121, incisos 1) y 2), de la Constitución 
Política, pues usurpa funciones otorgadas por el constituyente de manera exclusiva al órgano 
legislativo. La moratoria decretada, continúa, implica dejar sin efecto la normativa contenida 
en la Ley de Hidrocarburos, que autoriza la exploración y la explotación de hidrocarburos, 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#servicio-nacional-de-aguas-subterrneas
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#-riego-y-avenamiento
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#oficina-nacional-de-semillas
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#convocatorias
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/#avisos
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siendo el petróleo uno de estos. Estima que no es posible que un acto administrativo de 
alcance general, como los decretos de moratoria impugnados, deje sin efecto lo establecido 
por una ley ordinaria. Añade que los decretos impugnados violan el artículo 140, inciso 3), en 
relación con el 121, inciso 1), constitucionales, por un exceso en el ejercicio de la potestad 
reglamentaria ejecutiva. Precisa que un reglamento ejecutivo no puede regular materia que 
la Constitución ha reservado exclusivamente a la ley, como el régimen de los derechos 
constitucionales, salvo norma legal anterior y con el fin exclusivo de aclararla. Tampoco, 
añade, puede esta clase de reglamento innovar el ordenamiento jurídico, reformando o 
derogando normas de rango superior o interpretar auténticamente normas legales. Indica 
que los decretos impugnados dejaron sin efecto, hasta el 15 de setiembre del 2021, las normas 
legislativas contenidas en la Ley de Hidrocarburos que autorizan la exploración y la 
explotación de petróleo en todo el territorio nacional y, consecuentemente, la exploración y 
explotación de gas natural. Indica que si la derogatoria y la modificación de las normas de 
rango legal sólo pueden hacerlo la Asamblea Legislativa, la suspensión de aquellas también es 
competencia exclusiva del órgano parlamentario; por tanto, no puede el Poder Ejecutivo, vía 
decreto ejecutivo, dejar sin efecto temporalmente la vigencia de normas legales, pues esto 
implica una violación de los límites de la potestad reglamentaria ejecutiva y del artículo 121, 
inciso 1) de la Constitución Política. Apunta que el principio de jerarquía de las fuentes -
interpretación armónica de los artículos 10, 7 y 121, inciso 1), de la Constitución Política- le 
establece límites competenciales a la potestad del Poder Ejecutivo de emitir decretos, ya que, 
por esa vía no puede invadir materia reservada al dominio de la ley, como es la facultad del 
Parlamento de suspender la vigencia transitoria de las leyes. Reitera que los decretos 
impugnados lesionan este principio por cuanto el Poder Ejecutivo está usurpando, por esa vía, 
materia reservada al dominio de la ley, como es la facultad del Parlamento de suspender la 
vigencia transitoria de las leyes. Manifiesta que los decretos impugnados introducen una 
restricción ilegítima al ejercicio de la profesión de los geólogos, a quienes se les limita, de 
manera considerable, el ámbito de su acción profesional, lo que lesiona el artículo 30 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Esa restricción, continúa, no encuentra fundamento 
expreso en ninguna ley ni es proporcional al supuesto fin público perseguido, dado que, el 
interés público más bien reclama que se lleven a cabo actividades de exploración y de 
eventual explotación de hidrocarburos. Agrega que esta actividad productiva constituiría un 
mecanismo efectivo no sólo para resolver la balanza de pagos en materia de importación de 
hidrocarburos, sino también para producir recursos sanos para el erario. Por las mismas 
razones considera que se lesiona el derecho fundamental al ejercicio de profesionales 
liberales, derivado de la interpretación armónica de los artículos 46 y 56 de la Constitución 
Política. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación del accionante proviene del artículo 
75, párrafo segundo, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por cuanto se trata de la 
defensa de intereses corporativos. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el 
Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Efectos jurídicos de la interposición de la 
acción: Se recuerdan los términos de los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 81. Si el Presidente considerare cumplidos 
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los requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá audiencia a la Procuraduría General de la 
República y a la contraparte que figure en el asunto principal, por un plazo de quince días, a 
fin de que manifiesten lo que estimen conveniente. Al mismo tiempo dispondrá enviar nota 
al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que no dicte la resolución final antes de que 
la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y ordenará que se publique un aviso en el Boletín 
Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo saber a los tribunales y a los órganos que 
agotan la vía administrativa que esa demanda ha sido establecida, a efecto de que en los 
procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, 
acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 
pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada por el Procurador General de la 
República, la audiencia se le dará a la persona que figure como parte contraria en el asunto 
principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se suspenderá ninguna etapa diferente 
a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de inconstitucionalidad se refiera a normas 
que deban aplicarse durante la tramitación.”. Dentro de los quince días posteriores a la 
primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en 
asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la 
aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su 
procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad 
en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad con los 
artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma 
reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no 
suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y 
condiciones señaladas. Notifíquese. /Ernesto Jinesta Lobo, Presidente/. -». 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 17-011193-0007-CO, que promueve Celenia 
Cecilia Núñez Martínez, se ha dictado la resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las once horas y cuarenta y cuatro minutos de 
ocho de agosto de dos mil diecisiete. Se da curso a la acción de inconstitucionalidad 
interpuesta por Celenia Cecilia Núñez Martínez, cédula de identidad N° 2-0536-0716, para que 
se declare inconstitucional la frase “por un término no menor de tres años”, contenida en el 
inciso 8) del artículo 48 del Código de Familia, por estimar que infringe los artículos 25 y 28 de 
la Constitución Política y el ordinal 5, inciso 1), de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República y a 
Luis Alejandro Cascante Bogantes, cédula de identidad N° 2-0424-0054, en su condición de 
contraparte en el asunto principal. La norma se impugna en cuanto establece, como causal de 
divorcio, la separación de hecho, pero establece que esta debe ser “por un término no menor 
de tres años”. Alega que la Ley N° 7532 del 8 de agosto de 1995 incorporó dicha causal de 
divorcio, en los términos ya indicados, en el artículo 48 del Código de Familia; sin embargo, 
del estudio del procedimiento de aprobación de la Ley N° 7532, que consta en el expediente 
legislativo N° 10.644, se verifica que no existe una justificación objetiva, ni estudios científicos 
o periciales, que permitan determinar la necesidad de índole sicológica, fisiológica o social, a 
fin de imponer el referido plazo de tres años para que pueda tramitarse el divorcio. 
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Argumenta que no solo es inconstitucional que una persona tenga que esperar tres años, 
después de separarse de hecho de su consorte, para poder divorciarse, sino que es inhumano, 
por cuanto, se está irrespetando el consentimiento otorgado, toda vez que, el matrimonio es 
un acto voluntario y libre. Afirma que debe recordarse lo indicado por esta Sala, en su voto N° 
2008-016099, del que se deriva lo siguiente: a) El divorcio no puede ser restringido mediante 
la imposición del referido plazo de tres años, en tanto no existe un estudio técnico que así lo 
sustente y el divorcio supone una acción privada que no daña la moral, el orden público, las 
buenas costumbres y no perjudica a terceros, b) en atención a lo dispuesto en el artículo 13 
del Código de Familia -en tanto prevé que para que exista matrimonio el consentimiento de 
los contrayentes debe de manifestarse de modo legal y expreso-, no es posible que se obligue 
a uno de los cónyuges a continuar en matrimonio, c) el ordenamiento jurídico patrio autoriza 
el divorcio y este no debe restringirse cuando la voluntad de uno de los cónyuges cambia y no 
desea permanecer más en la unión matrimonial y d) el derecho de uno de los consortes a 
divorciarse no puede estar sometido a restricciones antojadizas. Señala que, en conclusión, el 
referido plazo de tres años de espera, para poder optar por el divorcio, bajo la causal de 
separación de hecho, infringe el principio de autonomía de la voluntad y los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad. Alega que infringe, también, el artículo 25 de la 
Constitución Política, dado que, obliga al cónyuge que no desea continuar en matrimonio a 
permanecer en tal asociación, que es voluntaria. Acusa, además, que se violenta el inciso 1) 
del artículo 5 del Pacto de San José, que consagra que toda persona tiene derecho a que se 
respete su integridad física, psíquica y moral. Insiste que una persona que no desea mantener 
el vínculo matrimonial, no puede ser obligada -en contra de su integridad- a permanecer en 
dicha unión. Esta acción se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación de la accionante proviene 
del artículo 75, párrafo 1°, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por cuanto, la accionante 
tiene como asunto base el proceso de divorcio que se tramita ante el Juzgado de Familia de 
Grecia, expediente N° 17-000350-0687-FA, en el que se invocó la inconstitucionalidad de la 
norma impugnada como medio razonable de amparar el derecho que se considera lesionado. 
Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la interposición de 
la acción. Efectos jurídicos de la interposición de la acción: Se recuerdan los términos de los 
artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que disponen lo siguiente “Artículo 
81. Si el Presidente considerare cumplidos los requisitos de que se ha hecho mérito, conferirá 
audiencia a la Procuraduría General de la República y a la contraparte que figure en el asunto 
principal, por un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen conveniente. 
Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u órgano que conozca del asunto, para que 
no dicte la resolución final antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción, y 
ordenará que se publique un aviso en el Boletín Judicial, por tres veces consecutivas, haciendo 
saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía administrativa que esa demanda ha 
sido establecida, a efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la 
aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución 
final mientras la Sala no haya hecho el pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada 
por el Procurador General de la República, la audiencia se le dará a la persona que figure como 
parte contraria en el asunto principal”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se 
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suspenderá ninguna etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de 
inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante la tramitación.”. Dentro 
de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse 
quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, 
en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de 
coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los 
motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber 
además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional 
y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 
y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente 
su aplicación en los casos y condiciones señaladas. Para notificar a: Luis Alejandro Cascante 
Bogantes, en: Peralta de Grecia, 425 metros noreste y 50 metros sureste de la Fábrica de Sal 
Diamante, se comisiona a la Oficina de Comunicaciones Judiciales de Grecia, despacho al que 
se hará llegar la comisión por medio del sistema de fax. Esta autoridad deberá practicar la 
notificación correspondiente dentro del plazo de cinco días contados a partir de la recepción 
de los documentos, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad por desobediencia a 
la autoridad. Se le advierte a la autoridad comisionada, que deberá remitir copia del 
mandamiento debidamente diligenciado al fax número 2295-3712 o al correo electrónico: 
informes-sc@poder-judicial.go.cr, ambos de esta Sala y los documentos originales por medio 
de correo certificado o cualquier otro medio que garantice su pronta recepción en este 
Despacho. Notifíquese. Expídase la comisión correspondiente. /Ernesto Jinesta Lobo, 
Presidente/. -» 
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